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JUICIO SUMARIO 

 

San Andrés Cholula, Puebla, a veintiuno de agosto de dos 

mil veintiséis.- Vistos los autos del juicio de nulidad al rubro citado la 

Magistrada ERIKA ELIZABETH RAMM GONZÁLEZ, Instructora en el 

presente juicio, ante la presencia de la Secretaria de Acuerdos, 

licenciada LUZ MARÍA NACER GONZÁLEZ, con fundamento en los 

artículos 28, fracción I, 31, penúltimo párrafo, 36, fracciones XII y XV y 

59, fracciones I, II, IV y X, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, en concomitancia con los diversos 49, 50, 51, 

52 y 58-13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, encontrándose integrado el presente expediente, emite 

sentencia definitiva en el juicio contencioso administrativo federal 

número 3159/25-12-01-4-ST, promovido por el representante legal 

de ******** ******** **** ** **** y, 

 

R E S U L T A N D O. 

 

1o.- El C. **** ******* ****** *********, en 

representación de ******** ******** **** ** ****, mediante 

escrito presentado en la Oficialía de Partes Común para las Salas 

Regionales en Puebla el día 01 de diciembre de 2025, demandó la 

nulidad de la resolución administrativa de 29 de septiembre de 2025, 

dictada dentro del expediente STPS/2C.17/249.001213.2025, en la cual 

la Titular de la Oficina de Representación Federal del Trabajo en Puebla, 

de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, le determinó seis multas 

en cantidad total de $339,420.00. 
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2o.- En el auto de 01 de diciembre de 2025, se admitió la 

demanda en la vía sumaria y se ordenó emplazar a la autoridad 

demandada para que la contestara. Además, en diverso proveído de 

misma fecha, se concedió la suspensión provisional solicitada. 

 

3o.- Mediante la sentencia interlocutoria dictada el día 19 

de enero de 2026, se concedió la suspensión definitiva solicitada. 

 

4o.- Con el oficio sin número presentado en esta Sala el 07 

de enero de 2026, la C. Titular de la Oficina de Representación Federal 

del Trabajo en Puebla de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, 

produjo su contestación de demanda, la cual se acordó en el auto de 

20 de enero siguiente, en donde se formuló un requerimiento a la 

enjuiciada. 

 

5o.- A través del oficio sin número, recibido en esta Sala el 

28 de enero de 2026, la enjuiciada dio cumplimiento al requerimiento 

formulado en el resultando anterior; por tanto, en diverso auto de 03 

de febrero de 2026, se dejó sin efectos el apercibimiento y se concedió 

a la parte actora el plazo de ley para ampliar su demanda. 

 

6o.- El día 23 de febrero de 2026, presentó el escrito por el 

cual parte actora formuló su ampliación de demanda; dicho ocurso se 

acordó el 24 de febrero posterior. 

 

7o.- Con fecha 17 de marzo de 2026, se acordó el oficio sin 

número presentado en esta Sala el 13 de marzo anterior, en el cual la 

autoridad enjuiciada formuló la contestación a la ampliación 

respectiva. 

 

8o.- Mediante el acuerdo dictado el 18 de marzo de 2026, 

se concedió a las partes el plazo de ley para formular sus alegatos por 
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escrito; sin que ninguna de la partes ejerciera ese derecho procesal. 

 

9o.- Con el proveído de 20 de agosto de 2026, se cerró la 

instrucción del presente juicio, motivo por el cual se emite el presente 

fallo. 

 

C O N S I D E R A N D O. 

 

PRIMERO.- Esta Instrucción, es competente para resolver 

el presente juicio en términos de lo dispuesto por la fracción XII del 

artículo 36 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa y 58-13 de Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo vigente, Segundo Transitorio de la invocada ley federal 

adjetiva y 48, fracción XII y 49 fracción XII, Primero y Segundo 

Transitorios del Reglamento Interior de este Tribunal, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 23 de mayo de 2025. 

 

SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada se 

encuentra acreditada en autos en términos de los artículos 1º, primer 

párrafo y 46, primer párrafo, fracción I de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los diversos 

129, 200 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria, por haber sido exhibida por la accionante y por el 

reconocimiento expreso que de ella hizo la autoridad demandada. 

 

TERCERO.- En términos de lo dispuesto por el segundo 

párrafo del artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, esta Sala procede al estudio de los conceptos de 

impugnación primero de la demanda inicial y segundo de la ampliación 
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de demanda, en donde la actora sostuvo lo que a continuación se 

digitaliza: 

 

“[…] 

 
 

[Se omite transcripción] 
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[…]” 

 

 

Al contestar la demanda la autoridad sostuvo lo siguiente: 

 

“[…] 

 

 
 

[Se omite transcripción] 

 

 
 

[Se omiten transcripciones] 

 

 
 

 

[Se omiten transcripciones] 
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[Se omiten transcripciones] 

 

 
 

[Se omite transcripción] 

 

 
 

[…]” 

 

 

En el segundo concepto de impugnación contenido en el 

ocurso de ampliación de demanda, la parte actora manifestó lo 

siguiente: 

 

“[…] 

 

 
 

[Se omite transcripción] 
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[Se omite transcripción] 
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[Se omite transcripción] 
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[Se omite transcripción] 

 

 
 

[Se omite transcripción] 
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[Se omite transcripción] 

 

 
 

 
 

[Se omite transcripción] 
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[Se omite transcripción] 
 

 

 

 

 
 

[…]” 
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Al contestar la ampliación de demanda, la autoridad 

sostuvo lo que se digitaliza enseguida: 

 

“[…] 

 
 

 
[…]” 

 

A juicio de esta Instrucción, son fundados los argumentos 

en estudio, de conformidad con las siguientes consideraciones. 

 

Como se advierte, en el tercer punto del capítulo de hechos 

de la demanda, así como en el primer concepto de impugnación en 

estudio, la parte actora alegó que su representada se enteró de la 

existencia de la resolución controvertida el día 01 de diciembre de 2025, 

alegando que el acto en controversia no le fue notificado, circunstancia 

violatoria de lo dispuesto por los artículos 36 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo y 5 y 6 fracción V, del Reglamento General 

para la Inspección y Aplicación de Sanciones por Violaciones a la 

Legislación Laboral; por tanto, resulta evidente que la demanda original 

fue promovida en términos de lo previsto por la fracción I del artículo 

16 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, el 

cual es del tenor literal siguiente: 

 

“ARTÍCULO 16.- Cuando se alegue que la resolución 

administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre 
que se trate de las impugnables en el juicio contencioso 

administrativo federal, se estará a las reglas siguientes: 
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I. Si el demandante afirma conocer la resolución 

administrativa, los conceptos de impugnación contra su 
notificación y contra la resolución misma, deberán hacerse 
valer en la demanda, en la que manifestará la fecha en que 

la conoció. 
 

II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución 
administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su 
demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su 

notificación o su ejecución. En este caso, al contestar la demanda, 
la autoridad acompañará constancia de la resolución 

administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá 
combatir mediante ampliación de la demanda. 

 
III. El Tribunal estudiará los conceptos de impugnación 
expresados contra la notificación, en forma previa al 

examen de los agravios expresados en contra de la 
resolución administrativa. 

 
Si resuelve que no hubo notificación o que fue ilegal, considerará 
que el actor fue sabedor de la resolución administrativa desde la 

fecha en que manifestó conocerla o en la que se le dio a conocer, 
según se trate, quedando sin efectos todo lo actuado en base a 

dicha notificación, y procederá al estudio de la impugnación que 
se hubiese formulado contra la resolución. 
 

Si resuelve que la notificación fue legalmente practicada y, como 
consecuencia de ello la demanda fue presentada 

extemporáneamente, sobreseerá el juicio en relación con la 
resolución administrativa combatida.” 
 

 

De la interpretación al numeral transcrito, se deriva que 

cuando el promovente de un juicio contencioso administrativo alegue 

que el acto o actos administrativos impugnados, no fueron notificados o 

que lo fueron ilegalmente, son aplicables las reglas previstas en el 

precepto legal en comento. 

 

La fracción I del artículo transcrito anteriormente, establece 

que, si el demandante afirma conocer la resolución administrativa, los 

conceptos de impugnación contra su notificación y contra la resolución 

misma, deberán hacerse valer en la demanda, en donde manifestará la 

fecha en que la conoció. 
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Por tanto, si en la especie la promovente manifestó que la 

resolución administrativa dictada el 29 de septiembre de 2025, en el 

expediente STPS/2C.17/249.001213.2025, a través de la cual se le 

determinaron seis multas en cantidad total de $339,420.00, emitida por 

la Titular de la Oficina de Representación Federal del Trabajo en Puebla, de 

la Secretaría del Trabajo y Previsión Social; no fue legalmente notificada, 

y al respecto hizo valer argumentos cuestionando la legalidad de dicha 

notificación, en términos de la fracción III, del numeral en mención, 

corresponde a esta Instrucción estudiar los conceptos de impugnación 

expresados contra la notificación, en forma previa al examen de los 

expresados en contra de la resolución administrativa. 

 

Establecido lo anterior, del análisis a la demanda inicial y sus 

anexos, se advierte que la ocursante acompañó como prueba, copia de 

la resolución administrativa dictada el 29 de septiembre de 2025, en el 

expediente STPS/2C.17/249.001213.2025, la cual obra a foja 36 a 40 

de autos, a la cuales se le concede valor probatorio pleno en términos 

de lo dispuesto por el artículo 46 fracción I de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

La ocursante alegó que el acto administrativo combatido no 

fue legalmente notificado, pues tuvo conocimiento de su existencia 

hasta el 01 de diciembre de 2025, violando la autoridad lo dispuesto por 

los artículos 36 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 5 y 

6 fracción V, del Reglamento General para la Inspección y Aplicación de 

Sanciones por Violaciones a la Legislación Laboral, negando en forma 

lisa y llana, en términos del artículo 42 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, que exista constancia de 

notificación de la resolución controvertida. Tal situación revirtió la carga 

probatoria a la autoridad enjuiciada, en términos del numeral aludido, 

quien al contestar la demanda exhibió como prueba de su parte, entre 

otras, las documentales relativas a la resolución impugnada y sus 

constancias de notificación, consistentes en citatorio y constancia de 

notificación por instructivo de fechas 17 y 20 de octubre de 2025 (tal 
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como se advierte de las documentales que corren agregadas en el 

expediente administrativo a fojas 358 vuelta y 359), a las cuales 

también se les concede valor probatorio en términos de lo dispuesto por 

el numeral 46, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo. 

 

Ahora bien, a fin de considerar legalmente practicada una 

notificación personal correspondiente a resoluciones o actos 

administrativos regidos por la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, la actuación debe cumplir con los requisitos legales 

establecidos por los artículos 35, 36 y 39 del referido ordenamiento, 

el cual resulta aplicable supletoriamente tratándose de procedimientos 

por infracciones a la legislación laboral. 

 

Se cita por aplicable, el criterio sustentado por la Primera 

Sala de la entonces región Oriente de este Tribunal, publicado en la 

revista de este Órgano Colegiado, Quinta Época, Año IV, No. 44, agosto 

2004, Tesis V-TASR-XIII-1179, página 408, que dispone: 

 

“LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, SÍ 
ES APLICABLE TRATÁNDOSE DE MULTAS IMPUESTAS POR 

INFRINGIR DIVERSAS DISPOSICIONES DE NATURALEZA 
LABORAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1°, PRIMER Y 

SEGUNDO PÁRRAFOS DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO).-    De conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 1°, primer y segundo párrafos de la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo, las disposiciones de 
dicho Ordenamiento legal, son de orden e interés público, y se 

aplicarán a los actos, procedimientos y resoluciones de la 
Administración Pública Federal Centralizada, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los Tratados Internacionales de los que México sea 

Parte, no siendo aplicable a las materias de carácter fiscal, 
responsabilidad de los servidores públicos, justicia agraria y 

laboral, ni al ministerio público en ejercicio de sus funciones 
constitucionales, y en relación con las materias de competencia 
económica, prácticas desleales de comercio internacional y 
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financiera, únicamente les será aplicable el Título Tercero A de 
dicha Ley. Ahora bien, si la resolución impugnada en el juicio de 

nulidad la constituye una multa impuesta a un patrón por una 
autoridad laboral como lo es el Delegado Federal del Trabajo de 

la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, por violar diversas 
disposiciones de índole laboral, es de señalar que en este caso no 

se está en el supuesto de excepción para la aplicación de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, toda vez que la 
expresión contenida en el artículo 1°, segundo párrafo de dicha 

Ley en el sentido de que "Este ordenamiento no será aplicable a 
las materias de (...) justicia (...) laboral", se refiere básicamente 

a aquellas materias de índole laboral en las que además de 
aplicarse normas de tal naturaleza por autoridades 
jurisdiccionales o no, también se refieran a aspectos que afecten 

los intereses de los trabajadores de las empresas; por lo que si 
bien es cierto que en el acto impugnado se aplica una norma de 

índole laboral, por una autoridad de igual naturaleza, no menos 
cierto es que en ningún momento se están afectando los intereses 
jurídicos de los trabajadores de la empresa actora (patrón), 

requisito sine qua non para considerar que el acto que se 
impugna se ubica en el supuesto de excepción a que se alude, 

razón por la cual la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
sí es aplicable en casos como el que nos ocupa, en donde el 
Delegado Federal del Trabajo impone a un patrón una multa 

administrativa por infringir diversas disposiciones de naturaleza 
laboral, como resultan ser la Ley Federal del Trabajo, el 

Reglamento Federal de Seguridad, Higiene y Medio Ambiente del 
Trabajo y otros ordenamientos administrativos.” 

 

 

Ahora bien, los referidos artículos 36 y 39 de la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo, prevé lo siguiente: 

 

“Artículo 36.- Las notificaciones personales se harán en el 
domicilio del interesado o en el último domicilio que la persona 

a quien se deba notificar haya señalado ante los órganos 
administrativos en el procedimiento administrativo de que se 

trate. En todo caso, el notificador deberá cerciorarse del 
domicilio del interesado y deberá entregar copia del acto que se 
notifique y señalar la fecha y hora en que la notificación se 

efectúa, recabando el nombre y firma de la persona con quien 
se entienda la diligencia. Si ésta se niega, se hará constar en el 

acta de notificación, sin que ello afecte su validez. 
 
Las notificaciones personales, se entenderán con la 

persona que deba ser notificada o su representante legal; 
a falta de ambos, el notificador dejará citatorio con 

cualquier persona que se encuentre en el domicilio, para 
que el interesado espere a una hora fija del día hábil 
siguiente. Si el domicilio se encontrare cerrado, el 

citatorio se dejará con el vecino más inmediato. 
 

Si la persona a quien haya de notificarse no atendiere el 
citatorio, la notificación se entenderá con cualquier 
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persona que se encuentre en el domicilio en que se 

realice la diligencia y, de negarse ésta a recibirla o en su 
caso de encontrarse cerrado el domicilio, se realizará por 
instructivo que se fijará en un lugar visible del domicilio. 

 
De las diligencias en que conste la notificación, el 

notificador tomará razón por escrito. 
 
Cuando las leyes respectivas así lo determinen, y se desconozca 

el domicilio de los titulares de los derechos afectados, tendrá 
efectos de notificación personal la segunda publicación del acto 

respectivo en el Diario Oficial de la Federación. 
 

… 
 
Artículo 39.- Toda notificación deberá efectuarse en el 

plazo máximo de diez días, a partir de la emisión de la 
resolución o acto que se notifique, y deberá contener el 

texto íntegro del acto, así como el fundamento legal en que se 
apoye con la indicación si es o no definitivo en la vía 
administrativa, y en su caso, la expresión del recurso 

administrativo que contra la misma proceda, órgano ante el cual 
hubiera de presentarse y plazo para su interposición.” 

 
[Lo subrayo y resaltado es para dar énfasis] 

 

 

Del primer numeral trasunto, se desprende que el principal 

requisito que se debe cumplimentar al practicarse notificaciones de 

carácter personal, es que se entiendan con la persona que deba ser 

notificada o su representante legal; además, que deberán practicarse 

por la autoridad en el domicilio del interesado o en el último domicilio 

que la persona a quien se deba notificar haya señalado ante los 

órganos administrativos en el procedimiento administrativo de que se 

trate, estableciéndose también que el notificador debe tomar razón por 

escrito de su actuación, en la cual deberá asentar que se cercioró del 

domicilio del interesado y entregó copia del acto que se notificó, que 

señaló la fecha y hora en que la notificación se efectuó, y recabó el 

nombre y firma de la persona con quien se entienda la diligencia. 
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También se advierte que a falta de la persona que deba 

ser notificada o su representante legal, el notificador dejará citatorio 

con cualquier persona que se encuentre en el domicilio para que el 

interesado espere a una hora fija del día hábil siguiente, y en el 

supuesto de que el domicilio se encontrase cerrado, el citatorio se 

dejará con el vecino más inmediato. Además establece que, si la 

persona a notificar no atiende el citatorio, la notificación se entenderá 

con cualquier persona que se encuentre en el domicilio en el cual se 

realice la diligencia y, de negarse ésta a recibirla o en su caso de 

encontrarse cerrado el domicilio, se realizará por instructivo que se 

fijará en un lugar visible del domicilio y que de las diligencias en donde 

conste la notificación, el notificador tomará razón por escrito. 

 

Asimismo, el legislador consideró necesario dar seguridad 

jurídica a los gobernados, señalando en el artículo 39 del citado 

ordenamiento, que toda notificación debe efectuarse en el plazo de 

diez días contados a partir de la emisión de la resolución o acto que se 

notifique. Sin embargo, la consecuencia de que la notificación no se 

realice en dicho plazo no se traduce en la nulidad del acto. 

 

Esa omisión legislativa fue resuelta por la entonces 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

contradicción de tesis 78/2008-SS, en donde en esencia asentó: 

 

“Por ello, no es factible considerar que por el solo hecho de que 

la notificación se haya realizado de manera extemporánea al 
mencionado plazo de diez días, implique su nulidad con los 
alcances que pretende darle uno de los órganos colegiados, sino 

que, únicamente significará que la notificación del acto 
administrativo o resolución, se tenga como formalmente 

hecha, en términos de lo precisado en el artículo 41, fracción 
IV, de la ley mencionada, es decir, desde el momento en que 

se ostentó sabedor de ella o cuando la autoridad se la dio 
a conocer al dar contestación al recurso procedente.” 
 

 

Conforme a ello, la otrora Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación determinó que el hecho de que la 

resolución no se notificara dentro del plazo de diez días que previó el 
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legislador, tenía como consecuencia que se tuviera como formalmente 

realizada cuando el particular así lo manifestara. 

 

Esta contradicción de tesis se concluyó en la 

jurisprudencia 2a./J. 120/2008, publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, registro electrónico 

168860, Segunda Sala Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 228, 

de rubro y contenido siguiente: 

 

“NOTIFICACIONES ADMINISTRATIVAS. SU PRÁCTICA 

FUERA DEL PLAZO DE 10 DÍAS ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 39 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO, HACE QUE SE TENGAN COMO 

FORMALMENTE HECHAS EN TÉRMINOS DE LOS 
ARTÍCULOS 40 Y 41 DE DICHA LEY. El artículo 39 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, establece como plazo 
para la práctica de las notificaciones, el de 10 días contados a 
partir de la emisión de la resolución o acto que se notifique; sin 

embargo, el solo hecho de que no se respete dicho plazo, no 
implica su nulidad, sino que, en términos de los artículos 40 y 

41, fracción IV, de dicho ordenamiento legal, se tendrá al 
notificado como sabedor del acto administrativo desde la fecha 
en que manifestó conocerlo o en que se le dio a conocer en los 

términos de la fracción II de este último precepto, momento a 
partir del cual surtirá plenamente sus efectos jurídicos. En ese 

sentido, de actualizarse tal supuesto, cada órgano 
administrativo o jurisdiccional deberá determinar las 
consecuencias jurídicas que produzca tal determinación”. 

 

 

En la especie, la resolución ahora controvertida dictada en el 

expediente STPS/2C.17/249.001213.2025 fue emitida el 29 de 

septiembre de 2025, pero fue notificada hasta el 20 de octubre de 2025, 

tal como se observa de la cédula de notificación por instructivo (foja 

359) —aportada por la autoridad al contestar la demanda—; por lo tanto, 

la notificación de la resolución impugnada, fue ilegal, al haberse 

realizado fuera del plazo de diez días previsto en el artículo 39 de la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo.  
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En efecto, si la resolución se emitió el 29 de septiembre de 

2025, para el día en que se notificó ─20 de octubre de 2025─, habían 

transcurrido quince días; por ende, la consecuencia de ello conforme a 

la jurisprudencia precisada en párrafos trasuntos, es que se tenga como 

formalmente realizada la notificación el día en que manifestó la actora; 

a saber, el 01 de diciembre de 2025. 

 

Bajo ese contexto, se tiene que la diligencia de notificación 

de 20 de octubre de 2025, no se ajustó a las formalidades previstas en 

el artículo 39 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, en 

consecuencia, se tiene a la actora como sabedora de la resolución 

impugnada, en la fecha que manifestó conocerla en el capítulo de 

hechos del escrito inicial de demanda; esto es, el 01 de diciembre de 

2025, en términos del penúltimo párrafo, del artículo 16, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO.- Con fundamento en el artículo 50, segundo 

párrafo de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

esta juzgadora se aboca al estudio del concepto de impugnación de la 

demanda identificado como sexto, pues de ser fundado conllevaría a 

declarar la nulidad de la resolución impugnada. La parte actora adujo lo 

que a continuación se digitaliza: 

 

“[…] 

 

 
 
[Se omite transcripción] 
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[Se omite transcripción] 

 

 
[…]” 
 

 

Al contestar la demanda, la autoridad sostuvo: 

“… 
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[Se omite transcripción] 
 

 
 

 
 



PRIMERA SALA REGIONAL EN 

PUEBLA. 

 
EXPEDIENTE: 3159/25-12-01-4-ST 

 
ACTOR (A): ******** ******** 

**** ** **** 

 

-27- 

 

 
 

 
 
[…]” 

 

 

A consideración de esta juzgadora, los conceptos de 

impugnación en estudio resultan fundados, por las razones siguientes. 

 

Del análisis a las constancias que integran el expediente en 

que se actúa, se desprende la resolución impugnada en el presente juicio 

es el oficio dictado el 29 de septiembre de 2025 en el expediente 

STPS/2C.17/249.001213.2025, emitida por la Titular de la Oficina de 

Representación Federal del Trabajo en Puebla, de la Secretaría del 

Trabajo y Previsión Social, a través de la cual se le determinó unas 

multas en cantidad total de $339,420.00, visible en la foja 36 de autos, 

al haber sido exhibida por la accionante, documental que es valorada en 

términos del artículo 46, fracción I de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo. 

 

Al respecto, resulta oportuno señalar que, tratándose de 

inspecciones periódicas en materia de capacitación y adiestramiento, el 

procedimiento administrativo para la aplicación de sanciones en el caso 

de que de la inspección del trabajo se deriven hechos, actos u omisiones 

que pudieran estimarse violatorias de la legislación laboral, se encuentra 

contemplado en el Título Tercero del Reglamento General de Inspección 
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del Trabajo y Aplicación de Sanciones. Del artículo 1º del citado 

Reglamento también se desprende que prevé la aplicación supletoria de 

la Ley Federal de Procedimiento Administrativo al mencionado 

reglamento, en los siguientes términos: 

 

“ARTÍCULO 1o. El presente ordenamiento rige en todo el 
territorio nacional y tiene por objeto reglamentar la Ley Federal 
del Trabajo, en relación con el procedimiento para promover y 

vigilar el cumplimiento de la legislación laboral y la aplicación de 
sanciones por violaciones a la misma en los centros de trabajo. 

Su aplicación corresponde tanto a la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social, como a las autoridades de las entidades 
federativas en el ámbito de sus respectivas competencias. 

 
Las disposiciones conducentes de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo y las leyes que regulen el procedimiento 
administrativo de las entidades federativas, se aplicarán a los 
procedimientos previstos en este Reglamento.” 

 

 

Respecto de la aplicación supletoria de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo realizada por la autoridad demandada en 

el procedimiento administrativo del que deriva la resolución 

controvertida en la presente instancia, es importante considerar que los 

artículos 1° y 2° de dicho ordenamiento y 1° de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, establecen: 

 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
 
“Artículo 1.- Las disposiciones de esta ley son de orden e interés 

públicos, y se aplicarán a los actos, procedimientos y resoluciones 
de la Administración Pública Federal centralizada, sin perjuicio de 

lo dispuesto en los Tratados Internacionales de los que México sea 
parte. 
 

El presente ordenamiento también se aplicará a los organismos 
descentralizados de la administración pública federal paraestatal 

respecto a sus actos de autoridad, a los servicios que el estado 
preste de manera exclusiva, y a los contratos que los particulares 

sólo puedan celebrar con el mismo. 
 
Este ordenamiento no será aplicable a las materias de carácter 

fiscal, responsabilidades de los servidores públicos, justicia 
agraria y laboral, ni al ministerio público en ejercicio de sus 

funciones constitucionales. En relación con las materias de 
competencia económica, prácticas desleales de comercio 
internacional y financiera, únicamente les será aplicable el título 

tercero A. 
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Para los efectos de esta Ley sólo queda excluida la materia fiscal 
tratándose de las contribuciones y los accesorios que deriven 
directamente de aquéllas. 

 
Artículo 2.- Esta Ley, salvo por lo que toca al título tercero A, se 

aplicará supletoriamente a las diversas leyes administrativas. El 
Código Federal de Procedimientos Civiles se aplicará, a su vez, 
supletoriamente a esta Ley, en lo conducente. 

 
 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 
 

Artículo 1º.- La presente Ley establece las bases de organización 
de la Administración Pública Federal Centralizada y Paraestatal. 
La Presidencia de la República, las Secretarías de Estado y los 

Departamentos Administrativos, integran la Administración 
Pública Federal Centralizada.” 
 

 

Conforme a los numerales en cita, todas las materias que no 

sean las relativas a las de carácter fiscal, responsabilidades de los 

servidores públicos, justicia agraria y laboral, les es aplicable lo previsto 

en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, tal como sucedió en 

la especie, pues el procedimiento administrativo y la sanción derivada 

del mismo, fueron emitidas por la Oficina de representación del Trabajo 

en Puebla de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, dependencia 

que forma parte de la Administración Pública Centralizada, 

configurándose con ello el supuesto de aplicación señalado en el artículo 

2° del ordenamiento referido. 

 

En este punto, se cita por aplicable el criterio sustentado por 

la Primera Sala de la entonces región Oriente del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, publicado en la revista de este Órgano 

Colegiado, Quinta Época, Año IV, No. 44, agosto 2004, Tesis V-TASR-

XIII-1179, página 408, que a la letra dispone: 
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“LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, SÍ 
ES APLICABLE TRATÁNDOSE DE MULTAS IMPUESTAS POR 

INFRINGIR DIVERSAS DISPOSICIONES DE NATURALEZA 
LABORAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1°, PRIMER Y 

SEGUNDO PÁRRAFOS DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO).- De conformidad con 

lo dispuesto por el artículo 1°, primer y segundo párrafos de la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo, las disposiciones de 
dicho Ordenamiento legal, son de orden e interés público, y se 

aplicarán a los actos, procedimientos y resoluciones de la 
Administración Pública Federal Centralizada, sin perjuicio de lo 

dispuesto en los Tratados Internacionales de los que México sea 
Parte, no siendo aplicable a las materias de carácter fiscal, 
responsabilidad de los servidores públicos, justicia agraria y 

laboral, ni al ministerio público en ejercicio de sus funciones 
constitucionales, y en relación con las materias de competencia 

económica, prácticas desleales de comercio internacional y 
financiera, únicamente les será aplicable el Título Tercero A de 
dicha Ley. Ahora bien, si la resolución impugnada en el juicio de 

nulidad la constituye una multa impuesta a un patrón por una 
autoridad laboral como lo es el Delegado Federal del Trabajo de 

la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, por violar diversas 
disposiciones de índole laboral, es de señalar que en este caso no 
se está en el supuesto de excepción para la aplicación de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, toda vez que la 
expresión contenida en el artículo 1°, segundo párrafo de dicha 

Ley en el sentido de que "Este ordenamiento no será aplicable a 
las materias de (...) justicia (...) laboral", se refiere básicamente 
a aquellas materias de índole laboral en las que además de 

aplicarse normas de tal naturaleza por autoridades 
jurisdiccionales o no, también se refieran a aspectos que afecten 

los intereses de los trabajadores de las empresas; por lo que si 
bien es cierto que en el acto impugnado se aplica una norma de 
índole laboral, por una autoridad de igual naturaleza, no menos 

cierto es que en ningún momento se están afectando los intereses 
jurídicos de los trabajadores de la empresa actora (patrón), 

requisito sine qua non para considerar que el acto que se impugna 
se ubica en el supuesto de excepción a que se alude, razón por la 
cual la Ley Federal de Procedimiento Administrativo sí es aplicable 

en casos como el que nos ocupa, en donde el Delegado Federal 
del Trabajo impone a un patrón una multa administrativa por 

infringir diversas disposiciones de naturaleza laboral, como 
resultan ser la Ley Federal del Trabajo, el Reglamento Federal de 

Seguridad, Higiene y Medio Ambiente del Trabajo y otros 
ordenamientos administrativos.” 
 

 

Se precisa que la orden de inspección de fecha 04 de junio 

de 2025, es el acto administrativo con el cual se inician las facultades 

de la autoridad; pues la fundamentación de dicha orden, revela que es 

el ejercicio de las facultades de verificación de la autoridad laboral, 

como es el caso del numeral 540 de la Ley Federal del Trabajo y, 

artículos 27 fracción II, 30 y 32 del Reglamento General de Inspección 

del Trabajo y Aplicación de Sanciones, los cuales señalan: 
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“Artículo 540.- La Inspección del Trabajo tiene las funciones 
siguientes: 
 

I. Vigilar el cumplimiento de las normas de trabajo; 
 

II. Facilitar información técnica y asesorar a los trabajadores y a 

los patrones sobre la manera más efectiva de cumplir las normas 
de trabajo; 
 

III. Poner en conocimiento de la autoridad las deficiencias y las 
violaciones a las normas de trabajo que observe en las empresas y 

establecimientos; 
 

IV. Realizar los estudios y acopiar los datos que le soliciten las 
autoridades y los que juzgue conveniente para procurar la armonía 
de las relaciones entre trabajadores y patrones; y 
 

V. Las demás que le confieran las leyes. 
…” 

 
“ARTÍCULO 27. Las Autoridades del Trabajo deberán practicar en 
los Centros de Trabajo Inspecciones ordinarias, mismas que 

deberán efectuarse en días y horas hábiles y serán las siguientes: 
 

II. Periódicas: Las que se efectúan con intervalos de doce meses, 

plazo que podrá ampliarse o disminuirse de acuerdo con la 
evaluación de los resultados que se obtengan derivados de 
Inspecciones anteriores, tomando en consideración la rama 

industrial, la naturaleza de las actividades que realicen, su grado 
de riesgo, número de trabajadores y ubicación geográfica.  
 

La programación de estas Inspecciones se hará por actividad 
empresarial y rama industrial en forma periódica, estableciendo un 
sistema aleatorio para determinar anualmente el turno en que 

deban ser inspeccionados los Centros de Trabajo. La autoridad 
competente en materia de responsabilidades de los servidores 

públicos verificará el correcto funcionamiento de dicho sistema, y 
…” 
 

“ARTÍCULO 30. Al momento de llevarse a cabo una 
Inspección, tanto el patrón como sus representantes, están 
obligados a permitir el acceso del Inspector del Trabajo y, en 

su caso, de los expertos en la materia habilitados para tal efecto, 
al Centro de Trabajo y a otorgar todo tipo de facilidades, apoyos y 
auxilios, incluyendo los de carácter administrativo, para que la 

Inspección se practique y para el levantamiento del acta respectiva, 
así como proporcionar la información y documentación que les sea 
requerida por el Inspector del Trabajo y a que obliga la Ley, sus 

reglamentos, las Normas Oficiales Mexicanas y demás disposiciones 
aplicables en la materia. 
…” 

 
“ARTÍCULO 32. El Inspector del Trabajo, atento al objeto de la 
Inspección deberá, solicitar el auxilio de los integrantes de las 

comisiones existentes en el Centro de Trabajo y del personal de 
mayor experiencia del mismo. Cuando se requiera, podrá hacerse 
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acompañar de expertos o peritos en la rama comercial, industrial o 
de servicios que se inspecciona o por servidores públicos federales, 

estatales o del Distrito Federal, designados previamente al efecto 
por las Autoridades del Trabajo. Dicha designación deberá estar 
contenida en la orden de Inspección respectiva.” 

 
[Énfasis añadido por esta juzgadora] 

 

Los preceptos transcritos se refieren a los casos en que se 

ordenen y lleven a cabo inspecciones; por ende, si la autoridad emitió 

la orden de inspección periódica en materia de capacitación y 

adiestramiento, de fecha 04 de junio de 2025, y se levantó el acta 

respectiva el día 10 de junio de 2025, concluyéndola en la misma 

fecha; por tanto, a partir del 10 de junio de 2025 se realizará el estudio 

de la figura de la caducidad; pues fue cuando la autoridad inició su 

procedimiento. 

 

La resolución impugnada consistente en la dictada en el 

expediente número STPS/2C.17/249.001213.2025 de fecha 29 de 

septiembre de 2025, por la Titular de la Oficina de Representación 

Federal del Trabajo en Puebla de la Secretaría del Trabajo y Previsión 

Social, a través de la cual se le determinaron diversas multas en 

cantidad total de $339,420.00, contraviene los numerales 14, 16 y 17 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3° fracción 

V y 13 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, al carecer 

de los requisitos de motivación y fundamentación, en su aspecto 

material, porque a la fecha en cual se le notificó a la hoy actora, el 

procedimiento del que deriva se encontraba caduco, y en 

acatamiento a los principios de justicia pronta, expedita, economía, 

celeridad, eficacia y legalidad, la autoridad estaba obligada a 

pronunciarse con relación a la oportunidad de la parte actora para 

manifestar lo que a su derecho conviniera, opusiera defensas, 

excepciones y ofreciera pruebas. 

 

Conforme a los artículos 35 y 36, del Reglamento General 

de Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones, el acta, 

expediente o documentación en la cual se hagan constar presuntas 

violaciones a la legislación laboral, el área competente de las 
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autoridades del trabajo procederá a su valoración y calificación; si de 

la valoración y calificación de los documentos recibidos se desprende 

la existencia de hechos, actos u omisiones violatorios de la legislación 

laboral, se emplazará al patrón donde expondrá lo que a su derecho 

convenga, oponga defensas, excepciones y ofrezca pruebas, en su 

caso. 

 

Los diversos 52 y 59, del Reglamento General de 

Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones, establecen, una vez 

recibida la solicitud de inicio del procedimiento administrativo 

sancionador, la autoridad del Trabajo emplazará al patrón o a la 

persona que se le impute para manifestar lo conducente, oponga 

defensas, excepciones y ofrezca pruebas, mediante escrito libre, en su 

caso; dicho emplazamiento deberá emitirse dentro de los diez días 

hábiles siguientes a aquél en el cual se haya notificado la solicitud de 

inicio del procedimiento administrativo para la aplicación de sanciones 

y la resolución se deberá dictar dentro de los diez días hábiles 

siguientes a aquél en que se haya cerrado la instrucción del 

procedimiento. 

 

Una vez establecido que en el caso fueron aplicadas 

supletoriamente y de oficio las disposiciones de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, es procedente determinar si en la especie 

operó, en beneficio de la empresa enjuiciante, lo dispuesto por el 

artículo 60 del ordenamiento señalado, el cual, en la parte respectiva, 

dispone lo siguiente: 

 

“Artículo 60 En los procedimientos iniciados a instancia del 

interesado, cuando se produzca su paralización por causas 
imputables al mismo, la Administración Pública Federal le 

advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad 
del mismo.  
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Expirado dicho plazo sin que el interesado requerido realice las 

actividades necesarias para reanudar la tramitación, la 
Administración Pública Federal acordará el archivo de las 

actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución 
que declare la caducidad procederá el recurso previsto en la 

presente Ley.  
 
La caducidad no producirá por sí misma la prescripción de las 

acciones del particular, de la Administración Pública Federal, pero 
los procedimientos caducados no interrumpen ni suspenden el 

plazo de prescripción. 
 
Cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se 

entenderán caducados, y se procederá al archivo de las 
actuaciones, a solicitud de parte interesada o de oficio, en 

el plazo de 30 días contados a partir de la expiración del 
plazo para dictar resolución.” 

 

(Énfasis añadido.) 
 

 

De una correcta interpretación a lo establecido en la última 

parte del artículo transcrito, se advierte que cuando se trate de 

procedimientos iniciados de oficio, se entenderán caducados y se 

procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte interesada 

o de oficio, en el plazo de treinta días, contados a partir de la expiración 

del plazo para dictar resolución. Lo anterior implica que, transcurridos 

treinta días a partir de la expiración del plazo fijado por la ley 

correspondiente para la resolución de un asunto, el interesado podrá 

solicitar, o bien, se ordenará de oficio el archivo del expediente como 

asunto total y definitivamente concluido. 

 

Es importante destacar de conformidad con lo resuelto en el 

considerando anterior, la parte actora tuvo conocimiento de la 

resolución impugnada de 29 de septiembre de 2025, hasta el día 01 de 

diciembre de 2025, al haber sido ilegal la notificación de dicho acto. 

 

En la foja 298 vuelta de autos, corre agregada el acta de 

inspección periódica en materia de capacitación y adiestramiento, 

diligenciada el 10 de junio de 2025, practicada al amparo de la orden 

contenida en el oficio de 04 de junio de 2025 (f. 290); acta donde consta 

que el personal actuante otorgó a la actora el plazo de cinco días hábiles 

para presentar por escrito las observaciones y ofrecer pruebas con 
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relación a los hechos u omisiones asentados en la propia acta de 

inspección (foja 306 de autos). 

 

Mediante emplazamiento de 18 de agosto de 2025 (folio 

349), notificado el 22 de agosto de 2025 (foja 352), se previno a la 

actora para que en el plazo de 15 días manifestara y ofreciera las 

pruebas de su interés, a fin de desvirtuar los hechos consignados en el 

acta de inspección.  

 

A foja 36 del expediente en que se actúa, corre agregada la 

resolución impugnada, refiere que la autoridad valoró y calificó la 

existencia de hechos que podían estimarse violatorios de las normas de 

trabajo con base en documentos remitidos por la autoridad inspectiva. 

 

En los RESULTANDOS 1 y 2 de la resolución debatida, 

precisa la autoridad que de conformidad con el artículo 72 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, se emplazó a la hoy actora 

para que manifestara lo que a su derecho conviniera, opusiera defensas 

y excepciones, y ofreciera pruebas, asimismo, la demandada declaró 

cerrada la instrucción del procedimiento y se turnó para emitir la 

respectiva resolución. 

 

Conforme a lo expuesto en los párrafos precedentes, en el 

acta de inspección periódica en materia de capacitación y 

adiestramiento de 10 de junio de 2025 (foja 298 vuelta de autos), 

mediante la cual se concedió cinco días hábiles contados a partir del día 

siguiente de la fecha de la propia acta, el patrón manifestara lo que a 

su derecho estimara conveniente, opusiera defensas y excepciones, 

ofreciera pruebas ante la autoridad, tal plazo de cinco días otorgado en 

el acto de inspección, se computa del 11 al 17 de junio de 2025; de 
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conformidad con los artículos 14 y 17 de la Constitución Federal, 13 y 

28 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, acorde a los 

principios de celeridad, eficacia y economía, y con fundamento en el 

artículo 51 del Reglamento General de Inspección del Trabajo y 

Aplicación de Sanciones el área de inspección con fecha 18 de junio de 

2025, debió solicitar al área competente iniciara el procedimiento 

administrativo sancionador en su contra. 

 

Cumplido lo anterior, el área competente de las autoridades 

del trabajo, dentro del plazo de diez hábiles que establece el artículo 

52 del Reglamento General de Inspección del Trabajo y Aplicación de 

Sanciones debió emitir el emplazamiento del procedimiento 

administrativo para la aplicación de sanciones, plazo aquel que se 

computa del 19 de junio al 02 de julio de 2025, previo descuento de 

los días inhábiles (sábados y domingos). 

 

La autoridad en el emplazamiento debió otorgar a la hoy 

actora el plazo de quince días hábiles para que manifestara lo que a su 

derecho conviniera; por ende, si conforme al numeral 39 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, el emplazamiento debió 

emitirse a más tardar 02 de julio de 2025 entonces debió notificarse en 

el plazo máximo de diez días hábiles contados a partir de su emisión; 

por tanto, dicho plazo feneció el día 04 de agosto de 2025.1. 

 

Después, el término de los quince días referido en el artículo 

53, fracción VII del Reglamento General de Inspección del Trabajo y 

Aplicación de Sanciones con que contaba la actora para ofrecer pruebas 

y manifestar lo que a su derecho conviniera, se computa del 05 al 25 de 

agosto de 2025; posteriormente de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 59 último párrafo, del Reglamento General invocado en líneas 

precedentes, a partir del día siguiente en que venció el plazo aludido, 

                                                           
1 Se descuentan los días 14 al 31 de julio de 2025, al haber sido declarados inhábiles 

mediante acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de julio de 2025.  
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inició el término de los diez días para emitir la resolución 

correspondiente. 

 

El plazo de los diez días que se menciona en el párrafo que 

antecede, con que contaba la autoridad para emitir su resolución 

respectiva, transcurrió del 26 de agosto al 08 de septiembre de 

2025; por lo cual, a partir del día siguiente de esa fecha, inició el 

término de los treinta días adicionales a que se refiere el artículo 60, 

tercer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, para 

que la autoridad pudiera emitir aquella resolución. 

 

Consecuentemente el plazo de los 30 días que se menciona 

en el párrafo anterior se computa del 09 de septiembre al 21 de 

octubre de 2025; en consecuencia, si la resolución impugnada fue del 

conocimiento de la parte actora hasta el día 01 de diciembre de 

2025, queda de manifiesto que esa resolución se emitió y notificó una 

vez operada la caducidad del procedimiento, haciendo evidente 

que en el caso se actualizó la figura prevista por el artículo 60, tercer 

párrafo, de la mencionada Ley Federal de Procedimiento Administrativo 

y, por ende, es fundado el concepto de impugnación en estudio. 

 

Conviene aclarar que, para el cómputo efectuado, se 

excluyeron los días sábados y domingos, así como aquellos declarados 

inhábiles de conformidad con lo establecido por el artículo 28 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo. En los términos de los artículos 

217 y Sexto Transitorio de la Ley de Amparo, tiene aplicación en lo 

conducente la Jurisprudencia número I.7o.A. J/55, sustentada por el 

Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, que es del tenor siguiente: 
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“CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS INICIADOS DE OFICIO. FORMA DE 

COMPUTAR EL PLAZO PARA QUE OPERE CUANDO SE 
APLICA SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 60, PÁRRAFO 

TERCERO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO A LOS PREVISTOS EN OTRAS 

LEGISLACIONES. (2) El artículo 60, párrafo tercero, de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo señala que los 
procedimientos administrativos iniciados de oficio se entenderán 

caducados y se procederá al archivo de las actuaciones en el plazo 
de treinta días contados a partir de la expiración del plazo para 

dictar resolución; sin embargo, cuando dicho precepto es 
aplicable supletoriamente a los procedimientos previstos en otras 
legislaciones, tal imperativo no debe interpretarse literalmente, 

es decir, en el sentido de computar el plazo para que opere dicha 
figura a partir de que se cierra la instrucción y se turnan los autos 

para resolución, sino que debe atenderse a los plazos para la 
notificación de los actos procesales previos al dictado de ésta, 
señalados en la ley aplicable y, en su defecto, en la inicialmente 

mencionada, esto es, a partir de que son dados a conocer al 
particular los hechos que motivaron el procedimiento 

administrativo, pues de lo contrario se generaría inseguridad 
jurídica para el particular por no respetarse las formalidades 
esenciales del procedimiento, dejándose al libre arbitrio de la 

autoridad el dictado de la resolución definitiva.” 
 

 

Son infundados los argumentos de la autoridad 

demandada, pues en el presente caso, quedó demostrada la 

actualización de la figura de caducidad —prevista en el artículo 60 de la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo—, dentro del 

procedimiento efectuado por la autoridad administrativa, pues no debe 

perderse de vista que se trata de un procedimiento iniciado de oficio por 

la propia autoridad; máxime porque los artículos 14 y 17 de la Carta 

Magna y 13 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 

establecen que toda persona tiene derecho a que se le administre 

justicia pronta y expedita; así como que el procedimiento administrativo 

deba desarrollarse con apego a los principios de economía, celeridad, 

eficacia y legalidad; lo cual en la especia no sucedió, al existir inactividad 

en el procedimiento administrativo. Al respecto, se cita la siguiente 

tesis: 

 

“CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS INICIADOS DE OFICIO. OPERA NO 
SÓLO CUANDO EXPIRA EL PLAZO PARA DICTAR LA 

RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE, SINO TAMBIÉN 

                                                           
2 Tesis I.7o.A. J/55, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXXII, 
agosto de 2010, p. 1925.  
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CUANDO LA INACTIVIDAD QUE LA ORIGINA SE PRODUCE 

EN UNA ETAPA PROCEDIMENTAL PREVIA.- (3) Conforme al 
artículo 60, último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, en los procedimientos iniciados de oficio la 

caducidad opera cuando, agotado el plazo para emitir la 
resolución definitiva, transcurren treinta días sin actividad para 

impulsarlos. Empero, aunque el precepto mencionado no alude a 
otras situaciones en que igualmente puede producirse un periodo 
de abandono del procedimiento, tomando en cuenta el principio 

de derecho conforme al cual donde existe la misma razón debe 
existir la misma disposición, si la inactividad se produce en una 

etapa previa a la de resolución, se considera que también opera 
la caducidad como sanción ante la falta de interés en la 

prosecución procedimental.” 
 

 

De igual manera, resultan aplicables las Jurisprudencias 

sustentadas por el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior de este 

Tribunal, de rubro y texto siguientes: 

 

VIII-J-SS-82 
 

CADUCIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 60 DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. OPERA DE 
MANERA INDEPENDIENTE TANTO EN EL PROCEDIMIENTO DE 

INSPECCIÓN COMO EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO PARA LA APLICACIÓN DE SANCIONES, 
REGULADOS EN EL REGLAMENTO GENERAL DE INSPECCIÓN 

DEL TRABAJO Y APLICACIÓN DE SANCIONES.- Tanto el 
procedimiento de inspección -o "inspectivo"- como el diverso 
procedimiento administrativo para la aplicación de sanciones -o 

"sancionador"-, regulados en el Reglamento General de Inspección 
del Trabajo y Aplicación de Sanciones son susceptibles de caducar de 
manera independiente, porque si bien el procedimiento de inspección 

no concluye con una resolución que prive de algún derecho al 
particular, sí define su situación jurídica con relación a ese 
procedimiento y, dicha definición, impactará en la determinación de 

inicio del diverso procedimiento sancionador. Además, debe recaer 
una resolución o determinación al procedimiento de inspección, 
porque en éste el particular estuvo en aptitud de alegar y ofrecer 

pruebas para desvirtuar las irregularidades, de tal manera que tiene 
que emitirse una determinación donde se analicen esos elementos y 
se defina su situación respecto a la sujeción o no del diverso 

procedimiento sancionador. Aún más, los artículos 36, último 
párrafo, y 38 del citado Reglamento General de Inspección del 

                                                           
3 Tesis I.1o.A.E.71 A (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 22, 
Septiembre de 2015, Tomo III, p. 1911 
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Trabajo y Aplicación de Sanciones, prevén que, si en el 
procedimiento de inspección no se acredita el cumplimiento de las 

medidas ordenadas o de la normativa laboral, se solicitará el inicio 
del procedimiento administrativo sancionador y, también disponen 
que en el citado procedimiento de inspección de la autoridad del 

trabajo, podrá acordar el archivo definitivo de las actas de 
inspección, en otros casos, cuando de las pruebas presentadas por 
el patrón o su representante dentro de los plazos establecidos 

acredite cumplir con la normatividad laboral; de ahí que se confirme 
que el procedimiento inspectivo tiene que concluir ya sea o con la 
solicitud de inicio del procedimiento administrativo para la aplicación 

de sanciones o con el archivo del acta de inspección, porque existen 
preceptos del reglamento que lo regulan de esa manera. Ante tal 

situación, dicho procedimiento de inspección es susceptible de 
caducar en términos del artículo 60 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, que es una institución procedimental 

que resguarda la seguridad jurídica del gobernado y es aplicable 
supletoriamente al Reglamento General de Inspección del Trabajo y 
Aplicación de Sanciones. 

 
 
VIII-J-SS-83 

 
PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN PREVISTO EN EL 
REGLAMENTO GENERAL DE INSPECCIÓN DEL TRABAJO Y 

APLICACIÓN DE SANCIONES. MANERA DE COMPUTAR EL 
PLAZO DE TREINTA DÍAS DEL ARTÍCULO 60 DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.- Conforme 

al artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, los 
procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados en el 
plazo de treinta días contados a partir de la expiración del plazo para 

dictar resolución. De esta forma, a fin de computar el plazo para 
comprobar si ha operado la caducidad en el procedimiento de 
inspección previsto en el Reglamento General de Inspección del 

Trabajo y Aplicación de Sanciones, deben identificarse dos 
momentos: 1) el instante en que comienzan a correr los plazos que 
rigen los actos del procedimiento en sí; y 2) el diverso momento en 

que expiró el plazo para dictar la solicitud de inicio de procedimiento 
sancionador; lo anterior porque si no se atienden a dichas 
circunstancias se genera inseguridad jurídica para el particular por 

no respetarse las formalidades esenciales del procedimiento, 
dejándose al libre arbitrio de la autoridad el dictado de los actos 
procedimentales y, en consecuencia, de la configuración de la 

caducidad. Así, el primer momento, se actualiza cuando se levanta 
el acta de inspección génesis y origen de todo el procedimiento, pues 
en términos del artículo 35, tercer párrafo, del Reglamento General 

de Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones, al levantar estas 
actas se tiene que hacer del conocimiento de los inspeccionados su 
derecho para formular alegatos y ofrecer pruebas relacionados con 

los hechos que se hagan constar en ellas. En tanto el segundo 
momento, se actualiza cuando se solicita al área competente de la 

autoridad del trabajo, el inicio del procedimiento administrativo 
sancionador, porque conforme a lo dispuesto en el diverso numeral 
36, último párrafo, del ordenamiento reglamentario referido, en caso 

de que se constate el incumplimiento de las medidas ordenadas, o 
bien, no se acredite documentalmente el cumplimiento de la 
normatividad laboral dentro de los plazos otorgados en términos de 

dicho artículo, se solicitará al área competente de las autoridades del 
trabajo, se inicie dicho procedimiento sancionador. Cabe señalar que 
entre esos dos momentos del procedimiento de inspección, deberá 

atenderse a la emisión y notificación de los actos procedimentales, 
los cuales son variables en cada caso particular, pues dependerán 
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del tipo de inspección realizada y la manera en que se haya 

desdoblado ésta con el inspeccionado. Por lo que una vez que se 
actualice el segundo momento, comenzará a computarse el plazo de 
treinta días previsto en el artículo 60 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo para que opere la caducidad del 
procedimiento. 
 

VIII-J-SS-84 
 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA APLICACIÓN DE 

SANCIONES PREVISTO EN EL REGLAMENTO GENERAL DE 
INSPECCIÓN DEL TRABAJO Y APLICACIÓN DE SANCIONES. 
MANERA DE COMPUTAR EL PLAZO DE TREINTA DÍAS DEL 

ARTÍCULO 60 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO.- Conforme al artículo 60 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, los procedimientos iniciados de oficio 

se entenderán caducados en el plazo de treinta días contados a partir 
de la expiración del plazo para dictar resolución. De esta forma, a fin 
de computar el plazo para comprobar si ha operado la caducidad en 

el procedimiento administrativo para la aplicación de sanciones 
previsto en el Reglamento General de Inspección del Trabajo y 
Aplicación de Sanciones, deben identificarse dos momentos: 1) el 

instante en que comienzan a correr los plazos que rigen los actos del 
procedimiento en sí; y 2) el diverso momento en que expiró el plazo 
para dictar resolución correspondiente; lo anterior porque si no se 

atienden a dichas circunstancias se genera inseguridad jurídica para 
el particular por no respetarse las formalidades esenciales del 
procedimiento, dejándose al libre arbitrio de la autoridad el dictado 

de los actos procedimentales y, en consecuencia, de la configuración 
de la caducidad. Así, el primer momento, se actualiza cuando se 
emplaza al particular al procedimiento, pues en términos de los 

artículos 51 y 52 del Reglamento General de Inspección del Trabajo 
y Aplicación de Sanciones, una vez recibida la solicitud respectiva la 

autoridad competente del trabajo, emplazará al patrón o a la persona 
que se le impute para que manifieste lo que a su derecho convenga, 
oponga defensas, excepciones y ofrezca pruebas. En tanto que el 

segundo momento, se actualiza cuando fenece el plazo para dictar 
resolución, esto es, los diez días siguientes a que se cerró la 
instrucción del procedimiento conforme al artículo 58, último párrafo, 

del ordenamiento reglamentario referido. Cabe señalar que entre 
esos dos momentos del procedimiento sancionador, deberá 
atenderse a la emisión y notificación de los actos procedimentales, 

los cuales son variables en cada caso particular, pues dependerán de 
la fecha de programación de audiencias y del desahogo de las 
pruebas que se ofrezcan. Por lo que una vez que se actualice el 

segundo momento, comenzará a computarse el plazo de treinta días 
previsto en el artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo para que opere la caducidad del procedimiento. 

 

 

QUINTO.- En términos de lo dispuesto por el artículo 50 de 

la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, esta 
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Instrucción se abstiene de estudiar los restantes conceptos de 

impugnación de la demanda, en razón de que su resolución no variaría 

en nada el sentido del presente fallo. Robustece lo anterior, la tesis V-

TASR-XXXIV-4954, sustentada por la Sala Regional del Golfo Norte del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, Publicada en la Revista de 

este Tribunal, Quinta Época Año VII, No. 81, septiembre 2007, página 

197, la cual del tenor siguiente: 

 

“SENTENCIA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA, QUE DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA 
DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. HACE INNECESARIO EL 

ESTUDIO DE DIVERSAS CAUSALES DE ILEGALIDAD QUE 
PUDIERAN PRODUCIR EL MISMO EFECTO.- De la interpretación 
del artículo 50, primero y segundo párrafo, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo vigente, se advierte que 
consigna el principio de congruencia tocante a que la responsable 
debe ocuparse de todos y cada uno de los puntos controvertidos; 

pero el principio sufre una excepción cuando en el caso se alegan 
diversas causales de ilegalidad del acto administrativo fiscal que ven 
al fondo de la cuestión planteada y no a vicios formales o de 

procedimiento, porque al declarar fundada una causal de nulidad que 
trajo como consecuencia la invalidez lisa y llana del acto combatido, 
resulta ocioso exigir el estudio de los demás conceptos de anulación 

que atañen al fondo del negocio, pues cualquiera que fuere su 
análisis, no variaría el sentido ni la consecuencia de la nulidad 
decretada, pues el análisis de los repetidos motivos de ilegalidad iría 

en contra de la práctica de la impartición de justicia que debe ser, en 
términos del artículo 17 Constitucional, pronta, completa e imparcial. 
Por otra parte, el decretar la nulidad lisa y llana del acto fiscal 

combatido no produce un estado de indefensión, pues en el caso de 
que la demandada interponga recurso de revisión fiscal, aunque la 
responsable sólo haya examinado una causal de ilegalidad por 

considerarla fundada y suficiente, una vez interpuesta la revisión 
fiscal o medio de impugnación que pueda hacer valer la autoridad 
demandada, el Tribunal Colegiado de Circuito a quien corresponda 

conocer del mismo, de estimar fundados los agravios opuestos y 
pronunciarse en el sentido de revocar la resolución de la Sala, lógica 
y jurídicamente tendría que ordenar a ésta que llevara a cabo el 

análisis de los conceptos de anulación cuyo estudio omitió. Además, 
el orden lógico del análisis de los conceptos de nulidad estriba en 
que, primero, deberán analizarse los motivos de ilegalidad que 

puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana de la resolución y si 
alguna resultó fundada, es suficiente para declarar la nulidad aludida, 
sin que sea necesario estudiar los siguientes motivos de ilegalidad, 

pues por su naturaleza, en términos del artículo 51 de Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, produce la nulidad 
citada y excluye el estudio de las restantes.” 

 

 

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 49, 50, 

51, primer párrafo, fracción IV, 52, primer párrafo, fracción II y 58-13 
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de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 

resuelve: 

 

I.- LA PARTE ACTORA PROBÓ SUS PRETENSIONES, EN 

CONSECUENCIA: 

 

II.- SE DECLARA LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA PRECISADA EN EL RESULTANDO PRIMERO DE ESTE 

FALLO. 

 

III.- NOTIFÍQUESE. 

 

Así lo resolvió y firma la C. Magistrada Doctora ERIKA 

ELIZABETH RAMM GONZÁLEZ, Instructora en el presente juicio, ante 

la presencia de la Secretaria de Acuerdos, licenciada LUZ MARÍA NACER 

GONZÁLEZ, que actúa y da fe. 

 

Magistrada Instructora. 

 

 

_______________________________ 

DRA. ERIKA ELIZABETH RAMM GONZÁLEZ. 

 
 

 
 

__________________________ 
Secretaria de Acuerdos. 

Lic. Luz María Nacer González. 
 
 

 
La presente hoja, útil por el frente, corresponde a la última de la sentencia 
definitiva pronunciada el 21 de agosto de 2026, en el juicio contencioso 

administrativo 3159/25-12-01-4-ST, promovido por ******** ******** 
**** ** **** 
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“El 01 de septiembre de 2026, la licenciada Luz María Nacer González, 

Secretaria de acuerdos con adscripción en la Primera Sala Regional en Puebla, 

hago constar y certifico que en términos de lo previsto en los artículos 120, 

115, párrafos, primero, segundo, tercero y cuarto de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta versión pública suprime 

toda aquella información considerada legalmente como confidencial, por 

tratarse de datos de personas morales. Conste.” 


